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CONTESTACIÓN DEMANDA DE DIVORCIO- PROCESO 2021-00867

Sergio Alejandro Romero Sarmiento <arsabogados2019@gmail.com>
Jue 27/10/2022 4:14 PM

Para: Juzgado 30 Familia - Bogotá - Bogotá D.C. <flia30bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Señora Juez:


VIVIANA MARCELA PORRAS PORRAS
JUZGADO TREINTA DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
flia30bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
De manera atenta y cordial, me permito radicar ante su despacho, la contestación de la
demanda bajo radicación No. 2021-00867, en la cual fui designado como como apoderado del
señor JHON FREDY CÁRDENAS VARGAS representado por su guardador JUAN BAUTISTA
CÁRDENAS MARTÍNEZ, de conformidad con la solicitud de  AMPARO DE POBREZA  que
este elevó a su Despacho en el curso del proceso de DIVORCIO bajo la radicación No. 11001-
31-10-030-2021-00867-00. 
Cordialmente,


 

SERGIO ALEJANDRO ROMERO SARMIENTO
Abogado- Universidad La Gran Colombia
Especialista en Derecho Administrativo- Universidad Nacional de Colombia. 



 

Señora Juez: 

VIVIANA MARCELA PORRAS PORRAS  

JUZGADO TREINTA DE FAMILIA DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

flia30bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Ciudad. 

 

 

REF.: CONTESTACIÓN DEMANDA 

PROCESO: DIVORCIO DE MATRIMONIO CIVIL- 2021-00867 

DEMANDANTE: MARÍA FERNANDA CASTAÑO ARENAS 

DEMANDADO: JHON FREDY CÁRDENAS VARGAS representado legalmente 

por su guardador JUAN BAUTISTA CARDENAS MARTÍNEZ. 

 

 

SERGIO ALEJANDRO ROMERO SARMIENTO, mayor de edad, abogado en 

ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 334.246 del Consejo Superior de 

la Judicatura, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.010.218.162 de la 

ciudad de Bogotá, y vecino de la misma, en calidad de apoderado del JHON 

FREDY CÁRDENAS VARGAS, identificado con cédula de ciudadanía No. 

86.047.700 de la ciudad de Villavicencio- Meta, representado legalmente por su 

guardador JUAN BAUTISTA CÁRDENAS MARTÍNEZ, identificado con cédula de 

ciudadanía No. 19.127.775 de la ciudad de Bogotá; en virtud de la designación 

como abogado en AMPARO DE POBREZA que se hiciera mediante Auto de 

fecha 12 de septiembre de 2022,  me dirijo respetuosamente ante su Despacho, 

con el fin de descorrer en término traslado de contestación de la demanda 

impetrada por conducto de la apoderada de la señora MARÍA FERNANDA 

CASTAÑO ARENAS, en los siguientes términos: 

 

I. FRENTE A LOS HECHOS 

 

AL HECHO PRIMERO: Es cierto, mi poderdante contrajo matrimonio civil el día 

21 de junio de 2008, ante la Notaría 69 del Círculo de Bogotá, con la demandante, 

la señora MARÍA FERNANDA CASTAÑO ARENAS.  

 

AL HECHO SEGUNDO: Es cierto, durante la duración del vínculo sentimental, 

previo a contraer matrimonio, procrearon a la niña MARIANA CÁRDENAS 

CASTAÑO, quien nació el día 17 de enero de 2008; posterior a las nupcias civiles, 

nació el niño JUAN FERNANDO CÁRDENAS CASTAÑO, específicamente el día 

23 de noviembre de 2008.   

 

AL HECHO TERCERO: Es cierto, en efecto la cohabitación de mi apoderado con 

la demandante terminó el día 1 de mayo de 2013, sin que esta se restableciera en 

algún momento.  

 

AL HECHO CUARTO: Es cierto, mediante providencia del 02 de octubre de  

2018 el Juzgado Diecisiete (17) de Familia de Bogotá en Oralidad, declaró la 

interdicción judicial por discapacidad mental absoluta de mi prohijado, misma que 



se tramitó bajo la radicación No. 2017-0495, y se designó como Guardador 

Principal  a  su  progenitor, el señor JUAN BAUTISTA CÁRDENAS MARTÍNEZ. 

 

AL HECHO QUINTO: Es parcialmente cierto, como lo manifiesta la parte actora, 

han transcurrido a la fecha más de dos (2) años de interrupción de la convivencia, 

es decir, se configura una separación de cuerpos, por mutuo acuerdo, sin 

embargo, esta separación no se dio con ocasión de la declaración de Interdicción 

que hiciera el Juzgado Diecisiete (17) de Familia de Bogotá en Oralidad, sino que 

se dio dos años antes del hecho generador de la discapacidad mental absoluta.  

  

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES: 

 

A continuación, esbozaré la posición de esta parte, respecto de las pretensiones 

incoadas por la demandante en el escrito de demanda, así:  

 

FRENTE A LA PRIMERA:  

 

NO ME OPONGO, a que se declare el divorcio de matrimonio civil, en el entendido 

que se configura una causal objetiva para que este fenezca, específicamente la 

establecida en el 8 del artículo 154 del Código Civil, modificado por el artículo 6 de 

la Ley 25 de 1992.  

 

FRENTE A LA SEGUNDA:  

 

ME OPONGO, en el entendido que lo pretendido trasgrede los derechos de los 

niños concebidos durante el vínculo sentimental, y atenta contra las atribuciones, y 

derechos que le asisten a mi prohijado, no solo como progenitor de los infantes, 

sino también como persona en condición de vulnerabilidad y sujeto de especial 

protección constitucional; en ese sentido, me pronunciaré frente a cada una de las 

solicitudes incoadas por la actora, así:  

 

A. ME OPONGO:  

 

Es claro que el proceso de Divorcio de matrimonio civil que aquí nos convoca, y 

las controversias o asuntos relativos a la Patria Potestad son incompatibles, 

adicional a ello, la solicitud per se resulta contraria a derecho, como se expondrá 

en las excepciones de mérito del presente escrito.  

 

B. ME OPONGO:  

 

Esta pretensión es contraria a derecho, por cuanto se desconoce que la 

responsabilidad de custodia y cuidado personal puede en cualquier momento 

cambiar, y cercenar de tajo la posibilidad que esta sea cambiada hasta la mayoría 

de edad, resultaría violatoria de los derechos fundamentales de mi prohijado y los 

hijos que tiene en común con la actora.  

 

C. ME OPONGO 

 



La pretensión es contraria a derecho e inclusive, la cuantificación y tasación de la 

cuota alimentaria que presenta la demandante resulta trasgresora de las garantías 

al mínimo vital que le asisten a mi prohijado, y resultan exageradas de 

conformidad con la realidad económica que actualmente tiene.  

 

D. NO ME OPONGO  

 

Mi prohijado actualmente cuenta con una asignación pensional correspondiente a 

un (1) salario mínimo legal mensual vigente, que limitadamente le permite atender 

sus gastos personales.  

 

FRENTE A LA TERCERA:  

 

NO ME OPONGO, y tampoco puede ser una pretensión, entendiendo que el 

decreto de divorcio por parte del Despacho conlleva per se al trámite de 

inscripción de la correspondiente nota marginal en el registro civil de las partes.  

 

FRENTE A LA CUARTA:  

 

NO ME OPONGO, entendiendo que la sociedad conyugal nunca adquirió pasivos 

ni activos, a la fecha.  

 

FRENTE A LA QUINTA:  

 

ME OPONGO, en el entendido que el régimen de visitas no puede quedar al 

arbitrio subjetivo de una de las partes, y de fijarla como lo solicita la parte actora, 

se permitiría que caprichosamente se impidan las visitas de parte de la 

demandante, por no existir un común acuerdo en la forma y periodicidad como 

estas se deban realizar.  

 

III. EXCEPCIONES DE MÉRITO O FONDO 

 

- EXCEPCIÓN DE INCOMPATIBILIDAD PROCESAL ENTRE EL DIVORCIO 

Y LAS CONTROVERSIAS RELATIVAS A LA PATRIA POTESTAD.  

 

El artículo 390 del Código General del Proceso estableció cuáles asuntos, en sede 

judicial, debían tramitarse por medio del trámite de un proceso Verbal Sumario; en 

ese sentido, la norma en comento dispone:  

 
“Artículo 390. Asuntos que comprende. Se tramitarán por el procedimiento verbal 

sumario los asuntos contenciosos de mínima cuantía, y los siguientes asuntos en 

consideración a su naturaleza: 

 

1. Corregido por el art. 7, Decreto Nacional 1736 de 2012. Controversias sobre propiedad 

horizontal de que tratan el artículo 18 y 58 de la Ley 675 de 2001. 

 

2. Fijación, aumento, disminución, exoneración de alimentos y restitución de pensiones 

alimenticias, cuando no hubieren sido señalados judicialmente. 

 



3. Las controversias que se susciten respecto del ejercicio de la patria potestad, las 

diferencias que surjan entre los cónyuges sobre fijación y dirección del hogar, 

derecho a ser recibido en este y obligación de vivir juntos y salida de los hijos 

menores al exterior y del restablecimiento de derechos de los niños, niñas y 

adolescentes. 

 

4. Los contemplados los artículos 913, 914, 916, 918, 931, 940 primer inciso, 1231, 1469 y 

2026 del Código de Comercio. 

 

5. Los relacionados con los derechos de autor previstos en el artículo 243 de la Ley 23 de 

1982. 

 

6. Los de reposición, cancelación y reivindicación de títulos valores. 

 

7. Los que conforme a disposición especial deba resolver el juez con conocimiento de 

causa, o breve y sumariamente, o a su prudente juicio, o a manera de árbitro. 

 

8. Los de lanzamiento por ocupación de hecho de predios rurales. 

 

9. Los que en leyes especiales se ordene tramitar por el proceso verbal sumario. (…)” 

(Subraya y negrilla fuera del texto original) 

 

Como se denota, la norma en cita no contempla que por medio del trámite del 

proceso verbal, que es el que nos convoca en el presente divorcio, se puedan 

tratar asuntos relacionados con la Patria Potestad de los niños habidos en el 

matrimonio, máxime si se tiene en cuenta que el proceso verbal sumario es de 

única instancia, y el aquí tratado, al ser un proceso verbal, es de primera instancia, 

por tanto admite ciertos recursos procesales que el verbal sumario no.  

 

Ahora bien, si se quisiera debatir asunto alguno relacionado con la Patria Potestad 

de los niños MARIANA CÁRDENAS CASTAÑO, y JUAN FERNANDO 

CÁRDENAS CASTAÑO, con ocasión de lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 

389 de la Ley 1564 de 2012, esto no está llamado a prosperar, de conformidad 

con la causal de divorcio alegada por la actora y aceptada por el accionado, que 

resulta ser una causal objetivo y la misma en ningún caso se encuadra dentro de 

las causales taxativas que el artículo 315 del Código Civil dispone para la 

emancipación judicial.  

 

- EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE HECHO Y CAUSAL QUE 

DETERMINE LA PRIVACIÓN O SUSPENSIÓN DE LA PATRIA 

POTESTDAD.  

 

Erróneamente en el escrito de demanda, se solicita la “conservación de la patria  

potestad en cabeza de la madre, respecto de los dos (02) menores nacidos dentro 

del matrimonio” (sic), en el entendido que la actora acude a un verbo que denota 

la ya tenencia de algo, y que convoca al cuidado de la permanencia de una cosa o 

una facultad, en ese sentido, se podría de la mera lectura, concluir que el ejercicio 

de la Patria Potestad ya recae en la progenitora de los niños, sin embargo, esto no 

es así, ya que no existe disposición judicial que así lo haya determinado.  

 

Recordemos que el artículo 288 del Código Civil establece que:  



 

“ARTICULO 288. DEFINICIÓN DE PATRIA POTESTAD.  La patria potestad es el 

conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no 

emancipados, para facilitar a aquéllos el cumplimiento de los deberes que su calidad 

les impone. 

Corresponde a los padres, conjuntamente, el ejercicio de la patria potestad sobre sus 

hijos. A falta de uno de los padres, la ejercerá el otro. 

Los hijos no emancipados son hijos de familia, y el padre o madre con relación a ellos, 

padre o madre de familia.” (sic) (Subraya y negrilla fuera del texto original) 

Al respecto, la Corte Constitucional mediante Sentencia T-384 de 2018, 
Magistrada Ponente Cristina Pardo Schlesinger, se pronunció en los siguientes 
términos:  

“En tratándose de la patria potestad, la versión modificada del artículo 288 del Código Civil 

la define como un conjunto de derechos que la ley le reconoce a los padres sobre sus hijos 

no emancipados, para facilitar a aquellos el cumplimiento de los deberes que como padres 

deben asumir. Dada su naturaleza, la patria potestad está conformada por poderes 

conjuntos que deben ejercer ambos padres, o a falta de uno de ellos le corresponde al otro, 

y refiere a la administración del patrimonio de los hijos, al usufructo de los bienes que les 

pertenecen, a la representación judicial y extrajudicial en todos los actos jurídicos que se 

celebren en beneficio de los hijos, y a la facultad de autorizar su desplazamientos dentro y 

fuera del país. En todo caso, según ha reconocido la jurisprudencia constitucional, “los 

derechos que componen la patria potestad no se han otorgado a los padres en provecho 

personal, sino en el interés superior del hijo menor, facultades que están subordinadas a 

ciertas condiciones y tienen un fin determinado”. 

(…) 

Se trata entonces de una institución jurídica de orden público, irrenunciable, imprescriptible, 

intransferible y temporal, de la cual se deriva que los padres no pueden sustraerse al 

cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales que tienen con sus hijos, a 

menos que la patria potestad sea suspendida o terminada por decisión judicial cuando se 

presenten las causales legalmente establecidas. De allí que, la patria potestad sea 

reconocida en la actualidad no como una prerrogativa o derecho absoluto de los padres, 

sino como una institución instrumental que permite a éstos garantizar los derechos de sus 

hijos y servir al logro del bienestar de los menores.” (sic)  

En ese sentido, debe comprenderse que la Patria Potestad le es inherente a los 
padres -mamá y papá-, por el simple hecho de tener tal calidad frente a sus hijos 
menores de edad o que se hallaren en situación de imposibilidad de ejercer su 
autonomía para ejercer derechos y adquirir obligaciones.  

Así las cosas, al remitirnos al artículo 312 ibidem, evidenciamos que el legislador 
decidió darle fin a la Patria Potestad una vez se configuren las causales legales, 
que el mismo Código Civil contempla, y definidas bajo la figura de la 
EMANCIPACIÓN; esta, se puede dar por tres vías: legal, voluntaria y legal.  

La emancipación legal1, resulta ser aquella en la que por virtud del mandato legal 
se configura alguna de las siguientes situaciones: 1. Por la muerte real o presunta 

 
1 Artículo 314. Código Civil Colombiano 



de los padres; 2. Por el matrimonio del hijo; 3. Por haber cumplido el hijo la mayor 
edad; 4. Por el decreto que da la posesión de los bienes del padre desaparecido. 

Por otro lado, la emancipación voluntaria2 no es otra que aquella en la cual, 
mediante instrumento público, los padres declaran emancipar al hijo adulto y éste 
consiente en ello, previo consentimiento del juez competente. 

Por último, la emancipación judicial3 de los hijos, tiene unas causales taxativas, 
establecidas en el ordenamiento jurídico y por tanto, solo en el evento en el que 
una de estas acaezca, se podrá optar por solicitarle al juez competente que 
declare extinta la Patria Potestad y en consecuencia declare emancipado al hijo 
sobre el cual las disposiciones del artículo 288 del Código Civil siguen vigentes. 

Esta emancipación judicial, también es conocida como la Privación de la Patria 
Potestad, y las ya aludidas causales taxativas son:  

1. Por maltrato habitual del hijo, en términos de poner en peligro su vida o de 
causarle grave daño. 

2. Por haber abandonado al hijo. 
3. Por depravación que los incapacite de ejercer la patria potestad. 
4. Por haber sido condenados a pena privativa de la libertad superior a un 

año. 
5. Cuando el adolescente hubiese sido sancionado por los delitos de homicidio 

doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra 
la libertad, integridad y formación sexual y se compruebe que los padres 
favorecieron estas conductas sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
les asiste en aplicación del artículo 25 numeral 2 del Código Penal, que 
ordena. 

Para el caso que nos ocupa, es importante aclarar que ninguna de las causales 
previamente citadas existen en la realidad fáctica de la situación de mi prohijado 
con sus hijos, ya que este último nunca ha maltratado física, psicológica, moral, 
social o económicamente a los niños; tampoco ha abandonado a los niños, él 
procura permanentemente estar al pendiente de sus necesidades afectivas y 
económicas -estas en la medida de sus posibilidades y mientras sus condiciones 
lo permitan-; mi prohijado no ha sido condenado a pena privativa de la libertad 
superior a un año, ni inferior a ese término, y mucho menos sus hijos han sido 
sancionados por la comisión de alguna conducta punible.  

Ahora bien, si caprichosamente se quisiera adoptar la situación de declaratoria de 
interdicción judicial por discapacidad mental absoluta de mi prohijado, como una 
depravación, se debe acotar que actualmente mi prohijado cuenta con dificultades 
de orden cognoscitivo relacionadas con su memoria inmediata, pero esto no afecta 
el discernimiento que puede realizar frente a los asuntos relacionados con sus 
hijos, esto inclusive por conducto de su guardador, quien actualmente es su padre.  

Es más, señora Juez, la depravación resulta materializarse con conductas 
antinaturales y nocivas que afecten el ejercicio de la patria potestad, en ningún 
caso las limitaciones de memoria inmediata y/o cognoscitivas del padre, pueden 
ser motivo para limitar este instrumento tan importante, y la declaratoria de 
interdicción en ningún caso ha sido contemplada por el legislador como un 
impedimento para el ejercicio de la Patria Potestad por conducto del guardador 

 
2 Artículo 313. Código Civil Colombiano  

3 Artículo 315. Código Civil Colombiano 



asignado al titular de las atribuciones contenidas en esta magnánima institución 
jurídica.  

En conclusión, esta excepción debe estar llamada a prosperar pues ni procesal, ni 
sustancialmente puede ser objeto de debate en este asunto, las controversias que 
infundadamente tenga la parte actora.  

- EXCEPCIÓN DE IMPOSIBILIDAD DE FIJAR LA CUSTODIA Y CUIDADO 
PERSONAL HASTA EL CUMPLIMIENTO DE UN HECHO FUTURO 
CIERTO Y UN PLAZO DETERMINADO- DESCONOCIMIENTO DEL 
RÉGIMEN LEGAL Y JURISPRUDENCIAL EN LA MATERIA.  

El artículo 23 de la Ley 1098 de 2006, contempla que los niños, niñas y 
adolescentes tienen derecho a que sus padres en forma permanente y solidaria 
asuman directa y oportunamente su custodia para su desarrollo integral. La 
obligación de cuidado personal se extiende además a quienes convivan con ellos 
en los ámbitos familiar, social o institucional, o a sus representantes legales. 

Frente a esto, la Corte Constitucional ja sostenido:  

 

“Ante la circunstancia de la separación, el niño debe proseguir su vida 

viviendo con uno de sus padres, a quien le corresponde la custodia y 

cuidado personal, pero sin perder el contacto y los vínculos con el padre 

con el cual ya no va a convivir diariamente, a quien tiene el derecho a ver 

con frecuencia. Y es que la finalidad principal de la custodia y cuidado 

personal, como se precisa en la Sentencia T-557 de 2011, es “garantizar a 

los niños, a las niñas y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo 

para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un 

ambiente de felicidad, amor y comprensión”, pues la custodia y cuidado 

personal implican una responsabilidad permanente en el tiempo para el 

padre que convive diariamente con el niño, mientras que la finalidad 

principal del régimen de visitas, como se advierte en la Sentencia T-500 de 

1993, al aludir a la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 25 de 

octubre de 1984, es “el mayor acercamiento posible entre padre e hijo, de 

modo que su relación no sea desnaturalizada, y se eviten las decisiones 

que tiendan a cercenarlo”.”4 

Así las cosas, desconociendo lo que en materia jurídica se ha establecido, la parte 
actora solicita que se fije la custodia de los niños “a cargo de la madre y que su 
residencia sea igualmente en la casa de su madre hasta la mayoría de edad”5 
(sic), ya que la custodia y cuidado personal no puede fijarse en tales condiciones, 
ya que cualquier hecho o acto que atente contra la integridad personal y/o las 
garantías de dignidad humana que le asisten a los hijos puede dar lugar a la 
modificación de la custodia sin que los niños hubiesen cumplido su mayoría de 
edad.  

En ese sentido, es importante que la decisión que se adopte vaya en garantía de 
los niños, y en ese sentido, no se condicione la terminación de la custodia y 
cuidado personal al cumplimiento de la mayoría de edad de los niños, y aunque si 
bien en este momento se ejerce una custodia de hecho, en buenas condiciones de 

 
4 Sentencia C- 239 de 2014. M.P. Mauricio González Cuervo.  

5 Folio 2. Escrito de demanda. 



habitabilidad garantizadas por la progenitora, no puede presumirse que a futuro 
las condiciones serán las mismas y cercenar a priori las posibilidades de realizar 
modificaciones a esta institución jurídica y derecho de los menores de edad.  

- EXCEPCIÓN DE IMPOSIBILIDAD DE PAGO DEL MONTO SOLICITADO- 
CONDICIONES DE VULNERABILIDAD DEL ALIMENTANTE 

Como se pudo decantar del escrito de demanda, la parte actora solicita que 

mensualmente se fije una cuota de alimentos por un valor total, correspondiente a 

las obligaciones de los hijos, por valor de QUINIENTOS MIL PESOS M/CTE 

($500.000), no obstante, tal cuantificación es exagerada, ya que actualmente mi 

prohijado devenga una pensión por invalidez -otorgada con ocasión de los hechos 

que dieron origen a la pérdida de capacidad laboral-, y esta asignación asciende a 

la suma mensual de UN (1) SMLMV, que menos el descuento correspondiente al 

pago de la cotización en el régimen de salud, asciende a la suma de 

NOVECIENTOS SESENTA MIL PESOS M/CTE ($960.000), suma que no alcanza 

a cubrir los gastos de mi representado ni mucho menos la pretensión económica 

de la demandante.  

 

En ningún caso, la intención pretende desconocer las obligaciones dinerarias que 

le acaecen a mi prohijado, pues esta parte es respetuosa de los derechos 

fundamentales y prioritarios que le asisten a los niños, no obstante, mensualmente 

mi apoderado debe cubrir con sus gastos de manutención propios y ordinarios y 

aquellos devenidos de su situación en salud, los cuales relaciono a continuación:  

 

CONCEPTO VALOR 

Alimentación Mensual (25.000 diarios) $ 600.000 

Aseo Mensual $ 100.000 

Servicios Mensuales de agua, luz, gas y comunicaciones. $ 52.700 

Administración Residencia $ 76.666 

Transporte Mensual para trámites médicos  $ 100.000 

TOTAL  $ 929.366 

 

Como puede evidenciarse, señora Juez, la asignación pensional que recibe 

mensualmente mi apoderado, resulta ser insuficiente para cubrir las pretensiones 

económicas de la demandante, máxime si se tiene en cuenta que mi prohijado no 

puede ejercer libremente y en busca de una contraprestación, la profesión que 

ejercía previo a los hechos que dieron origen a su incapacidad; situación que lo 

convierte en un sujeto de especial protección constitucional, y a quien se le debe 

garantizar que la asignación mensual le alcanza para vivir en condiciones de 

dignidad.  

 

Por otro lado, y si se quisiera alegar una corresponsabilidad de los padres de mi 

prohijado, vale la pena mencionar que los papás del señor JHON FREDY 

CÁRDENAS VARGAS, son adultos mayores, quienes para su sustento cuentan 

con la asignación pensional del señor JUAN BAUTISTA CÁRDENAS MARTÍNEZ, 

como pensionado de la Policía Nacional de Colombia, la cual actualmente 

asciende a la suma de UN MILLÓN DOSCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL 



CIENTO TREINTA Y SEIS PESOS M/CTE ($1.254.136) monto que debe alcanzar, 

con gran esfuerzo dentro del núcleo familiar, para solventar la manutención de dos 

adultos mayores y demás gastos extraordinarios que se susciten en la residencia.  

 

En ese sentido, solicito respetuosamente que se evalúe con detalle el monto 

mensual que, por concepto de cuota de alimentos para sus hijos menores de 

edad, debe dar mi representado, así como el monto y la cantidad de mudas de 

ropa que debe aportar a los menores, sin dejar de lado las condiciones 

socioeconómicas, y de incapacidad laboral que tiene el alimentante para 

garantizar su mínimo vital y sus condiciones de vida digna, mismas que deben ser 

evaluadas al momento de realizar tal fijación, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 419 del Código Civil.  

 

- EXCEPCIÓN DE NECESIDAD DE FIJAR UN RÉGIMEN DE VISITAS 

CLARO POR SER UN DERECHO QUE LE ASISTE A LOS NIÑOS, NIÑAS 

Y ADOLESCENTES.  

 

El derecho a las visitas está constituido como un derecho de los hijos a poder 

compartir con el padre que no ejerce la custodia y cuidado personal, es decir, con 

aquel que no pernocta diaria y permanentemente con el niño bajo el mismo techo. 

Sobre el particular, la Corte Constitucional, mediante Sentencia T-500 de 1993 

manifestó:  

 
“El legislador, igualmente, previó un mecanismo que le permite al menor mantener y seguir 

desarrollando las relaciones afectivas con sus progenitores, así como recibir de éstos el 

cuidado y amor que demandan: la reglamentación de visitas. 

 

La reglamentación y regulación de visitas, es un sistema por medio del cual se trata 

de mantener un equilibrio entre los padres separados para ejercer sobre sus hijos 

los derechos derivados de la patria potestad y de la autoridad paterna. En principio, 

las visitas pueden ser acordadas por la pareja según las circunstancias concretas del caso, 

con aprobación del funcionario correspondiente o, en su defecto, fijadas por el juez, 

después de un estudio detallado de la conveniencia, tanto para el menor, como para cada 

uno de sus padres. 

 

Esto significa que las visitas no son sólo un mecanismo para proteger al menor, sino 

que le permiten a cada uno de los padres, desarrollar y ejercer sus derechos, es 

decir, son un dispositivo que facilita el acercamiento y la convivencia entre padres e 

hijos. Por tanto, sólo a través de esta figura se logra mantener la unidad familiar, que la 

Constitución consagra como derecho fundamental de los niños.” (sic) (Subrayado y negrilla 

fuera del texto original) 

 

De esto, es preciso extraer que, aunque el Alto Tribunal en materia constitucional 

dispone que las visitas son un derecho del niño, también lo son para el padre, 

pues lo instituye como un mecanismo por medio del cual se protegen los derechos 

y atribuciones legales, así como las mismas obligaciones del padre que no reside 

con el menor de edad.  

 

Posteriormente, en la misma providencia precitada, se manifestó por la Corte que:  

 



“No son sólo los derechos de los hijos menores los que están en juego al momento 

de fijarse una reglamentación de visitas: también los de cada uno los padres, 

derechos que deben ser respetados mutuamente. Así, el padre que tiene la custodia 

y cuidado del menor debe ceñirse no sólo a los horarios y condiciones establecidas 

en el respectivo régimen, sino a lograr que se mantenga una relación afectiva con el 

otro padre y demás miembros de la familia. La Corte Suprema de Justicia, en sentencia 

del 25 de Octubre de 1984, con ponencia del doctor Hernando Tapias Rocha, estableció 

las características que debe tener todo régimen de visitas. 

  

En dicho fallo, la Corte Suprema señaló como objetivo fundamental del régimen de 

visitas "el mayor acercamiento posible entre padre e hijo, de modo que su relación 

no sea desnaturalizada, y se eviten las decisiones que tiendan a cercenarlo... 

requiere de modo principalísimo que no se desnaturalice la relación con los padres... 

las visitas no deben ser perjudiciales para los menores, pero tampoco deben 

desarrollarse de manera de lesionar la dignidad de quien las pide." 

  

Así las cosas, cada uno de los padres tiene derecho a mantener una relación estable y 

libre de condicionamientos frente a sus hijos; y tiene, además la facultad de desarrollar su 

relación afectiva como la considere pertinente, siempre y cuando no lesione los intereses 

prevalentes del menor. Por esta razón, cada uno de los cónyuges debe respetar la imagen 

del otro frente a sus hijos, no debe aprovecharse de su situación de privilegio, frente a 

aquel que no tiene la tenencia del menor, para degradarlo y menospreciarlo, olvidando que 

su función es buscar el desarrollo integral de los hijos.” (sic) 

 

Es claro, señora Juez, que el fijar un régimen de visitas como el que pretende la 

actora, es decir, que los mismos padres acuerden las fechas y condiciones de las 

visitas, permitiría que, al no existir dicho acuerdo, se impida por parte de quien 

ejerce la custodia -entiéndase la progenitora-, impida el contacto de mi apoderado 

con sus menores hijos y se justifique sin tener reproche alguno.  

 

En ese sentido, el régimen de visitas que se establezca debe ser claro, preciso, y 

ajeno a cualquier interpretación subjetiva que socave su aplicación, y es por esto, 

que se considera prudente que cada quince (15) días, los fines de semana, el 

progenitor pueda visitar a sus hijos o bien llevarlos hacia su lugar de residencia 

para que pernocten con él y los abuelos paternos de los niños, toda vez que estos 

últimos tienen derecho a que se les permita el derecho a ver a sus nietos, esto por 

conducto de lo establecido en la Ley 2229 de 2022, que en su artículo 1, modificó 

el artículo 256 del Código Civil en los siguientes términos:  

 
“ARTÍCULO 1o. El artículo 256 del Código Civil Colombiano quedará así: 

 

“Artículo 256. Visitas. Al padre o madre de cuyo cuidado personal se sacaren los hijos, no 

por eso se prohibirá visitarlos con la frecuencia y libertad que el juez juzgare convenientes. 

 

Así mismo, teniendo en cuenta las particularidades del caso en concreto y atendiendo al 

interés superior del niño, niña o adolescente, el juez ordenará la regulación de visitas 

respecto de los ascendientes en segundo grado de consanguinidad o segundo grado de 

parentesco civil por línea materna o paterna, cuando estos no tuvieren el cuidado personal 

de los nietos y nietas o en los eventos en que los progenitores nieguen o sustraigan a sus 

hijos de la relación con estos.”” (sic) 

 

 

IV. DECLARACIONES 

 



Atendiendo a los argumentos esgrimidos en la presente contestación, solicito 

respetuosamente, señora Juez, se sirva realizar las siguientes declaraciones:  

 

PRIMERA: Decretar probadas las excepciones de fondo o mérito propuestas. 

 

SEGUNDA: Respecto de la pretensión de cuota de alimentos, solicito 

respetuosamente se fije una cuota, en favor de los hijos de mi prohijado, conforme 

a las condiciones socioeconómicas, gastos y demás asuntos relativos a la 

capacidad económica de este.  

 

TERCERA: Respecto de la pretensión del régimen de visitas, solicito 

respetuosamente se fije un régimen de visitas en favor de los intereses de los hijos 

de mi prohijado, que sea claro, expreso y eventualmente exigible en sus 

condiciones, plazo, duración y periodicidad.  

 

CUARTA: Desestimar los literales a, b y c de la SEGUNDA PRETENSIÓN, así 

como la QUINTA PRETENSIÓN.  

 

 

V. PRUEBAS 

 

DOCUMENTALES QUE APORTO:  

 

1. Copia del Registro Civil de mi apoderado JHON FREDY CÁRDENAS 

VARGAS 

 

2. Copia de la cédula ciudadanía de mi apoderado JHON FREDY 

CÁRDENAS VARGAS 

 

3. Copia de la cédula de ciudadanía del Guardador Principal de mi apoderado, 

el señor JUAN BAUTISTA CÁRDENAS MARTÍNEZ.  

 

4. Copia de los recibos de luz, acueducto y alcantarillado, gas natural, internet 

y teléfono y de administración del Conjunto Residencial donde reside mi 

prohijado.  

 

5. Copia del acta de posesión del señor JUAN BAUTISTA CÁRDENAS 

MARTÍNEZ como Guardador Principal del señor JHON FREDY 

CÁRDENAS VARGAS.  

 
6. Copia de los desprendibles de consignación de la mesada pensional del 

señor JHON FREDY CÁRDENAS VARGAS.  

 
7. Copia de los desprendibles de consignación de la mesada pensional del 

señor JUAN BAUTISTA CÁRDENAS MARTÍNEZ.  

 

8. Copia de las órdenes médicas y medicamentos que debe tener mi 

prohijado.  



 
TESTIMONIALES QUE SOLICITO:  
 
En aras de demostrar los hechos mencionados con esta demanda solicito se llame 
a declarar a las siguientes personas, todas mayores de edad: 
 

- Néstor Javier Cárdenas Vargas, quien recibe notificaciones en el correo 
electrónico: javiercardenasv@gmail.com 
 

- Doris Elda Vargas, quien recibe notificaciones en el correo electrónico: 
jbcardenasm@gmail.com   

 
DECLARACIÓN DE PARTE DE LA PROPIA DEMANDADA: 

 
De conformidad con lo establecido en el Código General del Proceso solicitaré la 
declaración de parte del demandado, el señor JHON FREDY CÁRDENAS 
VARGAS, quien recibe notificaciones por conducto del suscrito apoderado.  
 
INTERROGATORIO DE PARTE A LA DEMANDADA: 
 
Ruego citar y hacer comparecer a la demandante MARÍA FERNANDA CASTAÑO 
ARENAS quien recibe notificaciones en el correo electrónico correo electrónico: 
mfcastanoa@gmail.com, para que absuelva interrogatorio que personalmente le 
formularé en la fecha indicada por el despacho. 
 

VI. ANEXOS 
 

1. Anexo lo enunciado en el acápite de pruebas.  

2. Copia de mi Tarjeta Profesional 

 

NOTIFICACIONES 

 

Recibo notificaciones sobre cualquier actuación en la presente causa, al correo 

electrónico arsabogados2019@gmail.com, y/o al abonado telefónico 3102799131.  

 

Atentamente, 

 

 

 

 

SERGIO ALEJANDRO ROMERO SARMIENTO 

Abogado 

CC. 1.010.218.162 de Bogotá 

T.P. 334.246 del C. Superior de la Judicatura.  

 



































27/09/2022 10:42 AMFecha generación:

AGOSTO DE 2022

NIT. 899.999.073-7

Desprendible No: 112411423

Documento: 19127775

AG CARDENAS MARTINEZ JUAN BAUTISTA

135-CHIA KENED

BANCO DAVIVIENDA CONSIGNACION

00000

juan.cardenas775@casur.gov.co
Código Verificación:2209OXMP01

TITULAR:

Valor Asignación:

Valor Adicional:

Total Devengado:

$ 2,073,123

$ 2,073,123

$ 0

DEDUCCIONES VALOR CUOT-P

CENTAGENSOS $ 7,900 086

BCOCORPABANC $ 347,219 005

BANGNBSUDPRE $ 355,312 028

BIENESTARSOC $ 124,387 112

1%CASURAUTOM $ 20,731 000

AUXILIOMUTUO $ 5,200 000

4%SERVICMEDI $ 82,925 000

$ 943,674Total Deducido:

NETO A PAGAR $ 1,129,449

%ASIGNACION   74.00 DIAS LIQ   030      AMR        $2,073,123.00

PARTIDAS LIQUIDABLES

DESCRIPCION DE LA PARTIDA VALOR TOTAL

SUELDO BASICO .00 $ 1,403,683

PRIMA DE ANTIGÜEDAD 21.00 $ 294,773

PRIMA DE ACTIVIDAD 20.00 $ 280,737

DOCEAVA PRIMA DE NAVIDAD .00 $ 274,888

SUBSIDIO FAMILIAR 39.00 $ 547,436

$ 2,801,517
74% ASIGNACION:

Total:

$ 2,073,123

Casur hacia la innovación en gestión y servicio

CASUR
Caja de Sueldos de Retiro de la Policia Nacional  1Página 1 de



01/08/2022 01:41 PMFecha generación:

JULIO DE 2022

NIT. 899.999.073-7

Desprendible No: 112298309

Documento: 19127775

AG CARDENAS MARTINEZ JUAN BAUTISTA

135-CHIA KENED

BANCO DAVIVIENDA CONSIGNACION

00000

juan.cardenas775@casur.gov.co
Código Verificación:2208ZMKL01

TITULAR:

Valor Asignación:

Valor Adicional:

Total Devengado:

$ 2,073,123

$ 2,073,123

$ 0

DEDUCCIONES VALOR CUOT-P

BANGNBSUDPRE $ 355,312 029

BCOCORPABANC $ 347,219 006

1%CASURAUTOM $ 20,731 000

AUXILIOMUTUO $ 3,700 000

4%SERVICMEDI $ 82,925 000

CENTAGENSOS $ 7,900 087

$ 817,787Total Deducido:

NETO A PAGAR $ 1,255,336

%ASIGNACION   74.00 DIAS LIQ   030      AMR        $2,073,123.00

PARTIDAS LIQUIDABLES

DESCRIPCION DE LA PARTIDA VALOR TOTAL

SUELDO BASICO .00 $ 1,403,683

PRIMA DE ANTIGÜEDAD 21.00 $ 294,773

PRIMA DE ACTIVIDAD 20.00 $ 280,737

DOCEAVA PRIMA DE NAVIDAD .00 $ 274,888

SUBSIDIO FAMILIAR 39.00 $ 547,436

$ 2,801,517
74% ASIGNACION:

Total:

$ 2,073,123

Casur hacia la innovación en gestión y servicio

CASUR
Caja de Sueldos de Retiro de la Policia Nacional  1Página 1 de



27/09/2022 11:28 AMFecha generación:

SEPTIEMBRE DE 2022

NIT. 899.999.073-7

Desprendible No: 112524720

Documento: 19127775

AG CARDENAS MARTINEZ JUAN BAUTISTA

135-CHIA KENED

BANCO DAVIVIENDA CONSIGNACION

00000

juan.cardenas775@casur.gov.co
Código Verificación:2209TKBZ03

TITULAR:

Valor Asignación:

Valor Adicional:

Total Devengado:

$ 2,073,123

$ 2,073,123

$ 0

DEDUCCIONES VALOR CUOT-P

CENTAGENSOS $ 7,900 085

BANGNBSUDPRE $ 355,312 027

BCOCORPABANC $ 347,219 004

1%CASURAUTOM $ 20,731 000

4%SERVICMEDI $ 82,925 000

AUXILIOMUTUO $ 4,900 000

$ 818,987Total Deducido:

NETO A PAGAR $ 1,254,136

%ASIGNACION   74.00 DIAS LIQ   030      AMR        $2,073,123.00

PARTIDAS LIQUIDABLES

DESCRIPCION DE LA PARTIDA VALOR TOTAL

SUELDO BASICO .00 $ 1,403,683

PRIMA DE ANTIGÜEDAD 21.00 $ 294,773

PRIMA DE ACTIVIDAD 20.00 $ 280,737

DOCEAVA PRIMA DE NAVIDAD .00 $ 274,888

SUBSIDIO FAMILIAR 39.00 $ 547,436

$ 2,801,517
74% ASIGNACION:

Total:

$ 2,073,123

Casur hacia la innovación en gestión y servicio

CASUR
Caja de Sueldos de Retiro de la Policia Nacional  1Página 1 de









 

 


